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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 13 de setiembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Roncoroni, Pettigiani, Kogan, Genoud, Hitters, de Lázzari, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 84.591, "Lazarte, Juan Carlos contra Corni Fundiciones S.A.I.C. Accidente de trabajo".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 2 de San Isidro declaró la inconstitucionalidad de los arts. 39 y 46 de la ley 24.557, con costas por su orden.

La parte demandada dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

 I. El Tribunal del Trabajo declaró ‑como cuestión previa‑ la inconstitucionalidad de los arts. 39 y 46 de la ley 24.557 en las presentes actuaciones, promovidas por Juan Carlos Lazarte contra Corni Fundiciones S.A.I.C. reclamando ‑con fundamento en las normas del Código Civil‑ el pago de la indemnización integral de los daños y perjuicios provocados por el agravamiento de la incapacidad laboral que denunció padecer. 

En lo que interesa destacar, juzgó el a quo que las normas citadas quebrantan valores y principios de clara raigambre constitucional, y vulnera asimismo disposiciones expresas contenidas en Pactos y Convenios Internacionales de idéntica jerarquía (art. 75 inc. 22).

II. Contra dicho pronunciamiento, la parte demandada interpone recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 123/142). 

En lo sustancial de la impugnación articulada, y sin perjuicio de ensayar la defensa del sistema especial implementado por la ley 24.557, sostiene que la declaración de inconstitucionalidad de la norma de su art. 39.1. ‑fundada en la invocación genérica de las garantías supuestamente vulneradas‑ ha sido emitida en abstracto, toda vez que no aparece demostrado el agravio que la aplicación de dicho régimen provocaría al actor.

Alega además que el art. 46 de la ley en crisis no vulnera derechos ni garantías constitucionales, en la medida en que los trabajadores se encuentran debidamente resguardados mediante una adecuada doble instancia judicial.

III. El recurso debe prosperar parcialmente.

1. a. La decisión de la instancia de origen de declarar la invalidez constitucional del art. 46 de la ley 24.557 debe permanecer firme.

Esta Suprema Corte ha resuelto recursos análogos al presente en contra de la pretensión del recurrente (L. 75.708, "Quiroga", sent. de 23‑IV‑2003; L. 82.871, "Chavez", sent. de 1‑IV‑2004, L. 82.688, "Fedczuk", sent. de 14‑IV‑2004) decretando la inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo, a los cuales remito en honor a la brevedad.

Para más, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa C. 2605 XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A." (sent. de 7‑IX‑2004) ha declarado la inconstitucionalidad del citado precepto normativo con sustento en argumentos similares a los vertidos por este Tribunal en los pronunciamientos antes señalados.

De tal forma y siendo que la recurrente no ha desarrollado argumentos novedosos que ameriten la revisión de lo decidido en aquellos antecedentes, el recurso debe rechazarse, en este aspecto.

b. Tal decisión se impone también en la especie a la luz de la doctrina sentada por este Tribunal en las causas L. 80.735, "Abaca" (sent. de 7‑III‑2005); L. 75.295, "A., E.E." (sent. de 30‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005).

En efecto si como se estableciera en dichos precedentes, para que prospere un reclamo por infortunio laboral con arreglo al régimen del derecho civil, es necesario transitar todo el proceso para, recién al momento de dictarse la sentencia, (a) declarar la inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 al comprobarse la insuficiencia reparadora del sistema del seguro y (b) establecer que el daño comprobado sea atendido por quien resulte en definitiva obligado a su pago ‑esto es, la compañía Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador o ambos, según el modo en que hayan quedado acreditadas las bases de sus respectivas responsabilidades‑ entonces, se impone como cuestión previa la declaración de inconstitucionalidad de normas de la ley 24.557 que cercenen, restrinjan o imposibiliten la jurisdicción local para entender en dicho proceso.

En conclusión, la declaración previa de inconstitucionalidad del mentado precepto llevada a cabo por el Tribunal de grado debe ser ratificada, en atención a los fundamentos que conforman la doctrina de las causas L. 75.708, "Quiroga" (sent. de 23‑IV‑2003); L. 82.871, "Chavez" (sent. de 1‑IV‑2004) y el precedente "Castillo" (sent. de 7‑IX‑2004) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y por imperativo procesal a la luz del criterio sentado en las causas L. 80.735, "Abaca" (sent. de 7‑III‑2005); L. 75.295, "A., E.E." (sent. de 30‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005) para los supuestos de reclamaciones encuadradas en el ordenamiento civil donde el empleador y/o la Administradora de Riesgos del Trabajo integren la litis.

Tal temperamento es también acompañado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según se desprende de la causa P. 349. XL, "Paccetti, Daniel Fernando c/Duvi S.A. s/enfermedad", sent. de 10‑V‑2005.

c. No obsta a lo anterior, el hecho que en el sub examine la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 se haya realizado en forma previa a la efectiva integración de la litis con la Aseguradora de Riesgos del Trabajo citada por la demandada.

Es que los sentenciantes de grado, en ejercicio de sus propias prerrogativas, ab initio han removido los obstáculos normativos pertinentes a efectos de mantener indemne la conferida aptitud legal para ejercer su jurisdicción en el presente caso (arts. 1 del C.P.C.C.; 1 de la ley 11.653). Y ello no resulta ‑en principio‑ reprochable a la luz de la doctrina de la anulación ex officio sentada en las causas L. 82.283, "Grasso" (sent. de 23‑XII‑2003); L. 81.466, "Aresi" (sent. de 2‑VI‑2004) y L. 81.785, "Fernández" (sent. de 22‑IX‑2004), puesto que aquí están en debate los presupuestos adjetivos esenciales y necesarios para la constitución válida del proceso en cuestión y no ‑como en los citados precedentes‑ capítulos o cuestiones propios de la substancia de la pretensión incoada resueltos sin mediar intervención previa de la citada.

En definitiva, no entiendo configurado en la especie violación alguna al debido proceso que amerite ejercer en esta instancia extraordinaria la excepcional facultad de anulación oficiosa.

2. a. En relación a la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 efectuada en la instancia de grado, he de señalar que el tema aquí debatido ha sido resuelto por esta Suprema Corte al dictar sentencia en la causa L. 80.735, "Abaca", de 7‑III‑2005.

En tal sentido, y sin perjuicio de remitirme ‑por razón de brevedad‑ a los términos y fundamentos que expuse al votar en dicha causa, integrando la mayoría, debo señalar que en la misma quedó establecido, como doctrina legal de este Tribunal fincada ‑en lo sustancial‑ en una adecuada interpretación de los principios y conclusiones establecidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa "Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A." (sent. de 21‑IX‑2004, publicado en "La Ley", suplemento especial del 27‑IX‑2004), que la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 pronunciada en la instancia de grado como cuestión previa, constituye un predicamento en abstracto.

Ello así porque el órgano judicial de la instancia ordinaria, al resolver la cuestión constitucional prematuramente, con anterioridad a la apertura a prueba de las actuaciones, impidió que se acreditaran los presupuestos fácticos indispensables para la eventual procedencia de la acción civil intentada, y luego, sobre esa base, que se demostrara la virtual insuficiencia reparatoria de las prestaciones que correspondiere percibir al accionante de conformidad con la ley especial, presupuestos todos indispensables para el control de constitucionalidad de la norma impugnada.

En línea con lo señalado, la declaración de inconstitucionalidad del art. 39.1 de la ley 24.557 supone la comprobación, en el caso concreto, de la insuficiencia de las prestaciones previstas por dicha ley especial para reparar adecuadamente el daño sufrido por la víctima, y a tales fines, resulta indudable que el parámetro para llevarla a cabo, en una suerte de comparación o cotejo, lo constituye la extensión del resarcimiento al que la víctima accedería ‑en su caso‑ en el marco del régimen común de responsabilidad emergente por aplicación de las disposiciones del Código Civil. 

En tal marco, la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 debe ser revocada.

b. Si bien es cierto que en oportunidad de votar las causas L. 82.283, "Grasso"; L. 81.466, "Aresi" y L. 81.785, "Fernández" citadas supra adherí a la postura mayoritaria de anulación de oficio del pronunciamiento dictado en las mismas condiciones que las que se exteriorizan en el sub examine al entender que ‑habiéndose solicitado la intervención de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo y en atención a los hechos alegados y a la controversia sobre la constitucionalidad del derecho aplicable al caso‑, la participación de la aseguradora citada devenía en una cuestión esencial que había sido soslayada por el sentenciante de grado quebrantando, de tal modo, el mandato del art. 168 de la Constitución provincial, entiendo que aquellos precedentes han perdido virtualidad a tenor de la reciente doctrina sentada en las causas L. 80.735, "Abaca" citada, L. 75.295, "A., E.E." (sent. de 30‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005). 

En efecto si como se estableciera en la reciente doctrina de esta Suprema Corte, para que prospere un reclamo por infortunio laboral con arreglo al régimen del derecho civil, es necesario transitar todo el proceso para, recién al momento de dictarse la sentencia, (a) declarar la inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 al comprobarse la insuficiencia reparadora del sistema del seguro y (b) establecer que el daño comprobado sea atendido por quien resulte en definitiva obligado a su pago ‑esto es, la compañía Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador o ambos, según el modo en que hayan quedado acreditadas las bases de sus respectivas responsabilidades‑ entonces, con la revocación del pronunciamiento de grado ‑tal como se propone ut supra‑ las actuaciones volverán a una instancia procesal donde la aseguradora citada, llamada a integrar la litis conforme el esquema propuesto en la causa "V. de C., M.C.", estará en condiciones de desplegar las defensas que estime pertinentes en sustento de su posición.

De allí que, siguiendo la actual jurisprudencia de esta instancia casatoria en la materia, reelaborada a tenor de la doctrina que surge del precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re A. 2652. XXXVIII, "Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A." (sent. de 21‑IX‑2004, publicado en "La Ley", suplemento especial del 27‑IX‑2004), corresponde ‑adicionalmente a lo que se propone en al apartado anterior de este voto‑ ordenar al tribunal de grado proveer la petición de citación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en resguardo del principio de utilidad de la sentencia de mérito.

IV. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y revocar la resolución de grado en cuanto decretó prematuramente la inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557, debiendo volver la causa al tribunal de origen para que disponga la prosecución de las actuaciones según su estado y provea la petición de citación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo en resguardo del principio de utilidad de la sentencia de mérito y de conformidad con las directrices derivadas de la doctrina legal establecida en el precedente de esta Suprema Corte registrado como L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005). 

Costas por su orden atento a la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:

Siendo que el tribunal de grado por apego al principio de bilateralidad de la acción no debió resolver dichas cuestiones, sin previamente resolver el pedido de citación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo del accionado y, en su caso, brindarle a ésta oportunidad de ser oída, respetando así el debido proceso adjetivo y su legítimo derecho de defensa, atento que no puede obligársela a tomar el proceso in statu et terminis [arts. 18 de la Constitución nacional, 15 de la local, 8 C.A.D.H., 34 inc. 5 c y 94 del C.P.C.C.], debe anularse el decisorio ex officio con fundamento de un lado en el quiebre a la garantía constitucional y, del otro, en la violación de la doctrina legal, al declarar en abstracto la inconstitucionalidad de una norma, no configurándose supuesto de excepción para actuar de tal manera.

En su consecuencia propongo la anulación del decisorio de grado, debiendo los autos volver al tribunal de origen para que provea a la citación solicitada y prosiga con las actuaciones.

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. Adhiero al voto del distinguido colega doctor Soria.

1. En relación a la aptitud jurisdiccional del tribunal de grado para intervenir en las presentes actuaciones, debo señalar que por las razones que habré de exponer ‑en sustancia, fincadas en la doctrina judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación‑ juzgo también que la declaración de inconstitucionalidad pronunciada en la instancia de grado respecto del art. 46 de la ley 24.557 debe confirmarse. 

a. Ante todo destaco la necesidad de brindar tratamiento a los planteos de inconstitucionalidad de dicha norma aún en supuestos ‑como el de autos‑ en que la reclamación impetrada ‑bien que por conducto de la impugnación del dispositivo del art. 39 de la misma ley‑ encuentra fundamento en las normas del Código Civil. Tal determinación indudablemente se impone, por razón de la hermeticidad y autosuficiencia del aludido régimen especial, con prescindencia del hecho que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo integre o no la litis.

En tal sentido, considero que las directrices que emanan de las sentencias dictadas por este Tribunal en las causas L. 80.735, "Abaca" (del 7‑III‑2005) y "V. de C., M.C." (del 11‑V‑2005) exhiben una virtualidad inequívoca, pues ‑y en efecto‑ si a los fines de ejercer el control de constitucionalidad del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo es necesario transitar todo el proceso, y ello a los fines de comprobar no sólo los presupuestos de la responsabilidad civil invocada sino también la suficiencia o no de las prestaciones que dicho régimen especial confiere a la víctima ‑como extensión del resarcimiento, en su cotejo con la reparación que correspondería a la misma en el marco del derecho civil‑, y toda vez que en esa instancia ‑y sólo entonces‑ podrá decidirse respecto de la atribución de la obligación indemnizatoria respecto del daño comprobado (entiéndase: al empleador, a la aseguradora o a ambos, precisamente, según el modo en que se acrediten las bases y fundamentos de sus respectivas responsabilidades), se impone indudablemente como previa la declaración de inconstitucionalidad de las normas de la ley 24.557 que, funcionales a la señalada hermeticidad, cercenen, limiten o excluyan la jurisdicción local para intervenir en ese proceso.

b. Por ello considero que en las condiciones que se han venido señalando, debe abordarse la validez constitucional del art. 46 de la ley 24.557.

En tal sentido dejando a salvo mi opinión en orden a la constitucionalidad del citado precepto normativo, sostenida en los precedentes registrados como L. 76.798, sent. del 28‑XI‑2001; L. 75.583, sent. del 19‑II‑2002; L. 68.440, sent. del 26‑II‑2003; L. 75.708, sent. del 23‑IV‑2003 y L. 79.047, sent. del 14‑IV‑2004, ‑entre otras‑ por razones de celeridad y economía procesal, teniendo en cuenta lo recientemente resuelto en la materia por el Máximo Tribunal nacional in re "C. 2605. XXXVIII, Castillo Angel Santos c/ Cerámica Alberdi" ‑con cuyos fundamentos, con fecha 15‑II‑2005 confirmó el fallo de este Tribunal registrado como L. 75.708, "Quiroga"‑ y la innegable gravitación que ‑más allá de lo que pueda sostenerse sobre su eventual aptitud vinculatoria‑ cabe reconocerle en todo caso atento a su ubicación en la cúspide del ordenamiento judicial (arts. 5, 108, 123 y 127, Const. nacional), entiendo debe adoptarse el criterio allí abrazado y en consecuencia rechazarse el recurso extraordinario deducido, en este aspecto.

2. En lo que hace al art. 39 de la ley 24.557, reitero mi adhesión al voto del señor Juez de primer voto, por ajustarse a la doctrina legal de este Tribunal emanada de la causa L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005, como así también al tópico relacionado con la citación al pleito de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, ello en virtud del resguardo del principio de utilidad de la sentencia de mérito y de conformidad con las directrices derivadas de la doctrina legal establecida en el precedente de esta Suprema Corte registrado como L. 87.394, "V. de C., M.C.", sent. del 11‑V‑2005.

II. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario traído, confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y revocar la resolución de grado en cuanto decretó prematuramente la inconstitucionalidad del art. 39 del referido cuerpo legal.

Las presentes actuaciones deben continuar en el tribunal de trabajo de origen, conformado con nueva integración, atento haber emitido ya opinión los jueces de ese órgano sobre los tópicos de marras, a fin de que prosiga con las actuaciones según su estado y provea la petición de fs. 103 y su vta. ‑citación al pleito de "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.".

Costas por su orden atento a la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto pues por la afirmativa.

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

I. Adhiero a la propuesta decisoria del voto del doctor Soria y, en lo que respecta a la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557, remito a los términos y fundamentos que expuse al votar en la causa L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005.

II. Asimismo he de señalar, que en el caso corresponde confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, a la luz de la doctrina de los precedentes de esta Corte registrados como L. 81.826, "Yaman", sent. del 11‑V‑2005; L. 80.735, "Abaca" y "V. de C., M.C. y otros", ya citadas.

Conforme quedó establecido en dichas causas, para que prospere un reclamo por infortunio laboral con arreglo al régimen del derecho civil, es necesario transitar todo el proceso para recién al momento de dictarse la sentencia de mérito, llevar a cabo el control de constitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557. De tal suerte, deviene inexorable el tratamiento, como cuestión previa, del planteo de inconstitucionalidad de aquellas normas del régimen especial que ‑tal y como se desprende de su art. 46‑ excluyen a la jurisdicción local para entender en estos procesos.

Sentado ello, cabe recordar que esta Corte se ha expedido al respecto en las causas L. 81.339, "Sparnochia" (sent. del 14‑X‑2003); L. 82.871, "Chavez" (sent. del 1‑IV‑2004) y en L. 75.708, "Quiroga" (sent. del 23‑IV‑2003) donde estableció la competencia de la justicia laboral provincial; decisión que, a su vez, fuera confirmada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con fecha 15‑II‑2005, por presentar sustancial analogía con el pronunciamiento que dictara el 7 de septiembre de 2004 in re "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.", criterio reafirmado por el Alto Tribunal en las causas P. 349. XL, "Paccetti, Daniel c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad"; S. 2012. XXXIX, "Serleto, Roberto c/ Línea Expreso Liniers" y G. 390. XL, "González, Eduardo c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad" (todas fechadas el 10 de mayo de 2005), donde la pretensión se fundaba en normas de derecho común, razón por la cual la queja traída por el recurrente resulta improcedente, en este aspecto, debiendo confirmarse la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo y la competencia del tribunal de grado para intervenir en las presentes actuaciones.

III. Por último, agrego las consideraciones que expusiera al emitir mi voto en la causa L. 78.207, "Ricoy" (sent. del 15‑II‑2006) respecto de la petición de fs. 103 y su vta. no proveída por el tribunal a quo.

Allí sostuve que, resultaba procedente la citación de la Aseguradora, teniendo en consideración lo expresado por el Alto Tribunal en la causa "Aquino" respecto a que: las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo no han de quedar relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la Ley de Riesgos del Trabajo, posibilitando que el empleador pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento (conf. consid. 14 del voto de Petracchi y Zaffaroni; consid. 11 del voto del doctor Maqueda).

Expresé además que, el pedido por parte de la demandada, de que se cite a la Aseguradora para que integre la litis lo estimaba procedente, teniendo en mira la existencia del principio de utilidad de la sentencia, que se vincula con otro preponderante que es el del valor eficacia del servicio de justicia que ha de servir verdaderamente para cumplimentar el auténtico rol de la jurisdicción de suprimir los conflictos y lograr la paz social. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado al respecto que, las formas a que deben ajustarse los procesos han de ser expresadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, o sea contribuir a la mas efectiva realización del derecho ("Fallos", 306:738, o "La ley", 1984‑D, p. 691, J. Agrup., caso 5296).

IV. Por ello, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido, confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y revocar la resolución de grado en cuanto declaró prematuramente la inconstitucionalidad del art. 39 del referido cuerpo legal, debiendo volver la causa al tribunal de origen para que disponga la prosecución de las actuaciones según su estado y provea la petición de fs. 103 y su vta. de conformidad con lo precedentemente manifestado (punto III).

Costas por su orden atento a la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor Soria y agrego las siguientes consideraciones.

En la causa L. 81.466, "Aresi" (sent. del 2‑VI‑2004) sostuve que la participación de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo en el litigio y en el debate sobre la constitucionalidad de la ley 24.557 constituye una cuestión esencial, toda vez que conforme el sistema instituido en el citado ordenamiento legal, la resolución que sobre el tópico se adopta le alcanza como a los litigantes principales. De tal manera, que al haberse omitido su citación por parte del tribunal de grado, propicié la anulación de oficio del pronunciamiento en el cual se expidió sobre la constitucionalidad del art. 39 de ese cuerpo normativo.

Ahora bien, considero que a raíz de la doctrina sentada en los precedentes L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005 y L. 87.394, "V. de C., M.C. y otros" (sent. del 11‑V‑2005) dicha decisión ha perdido virtualidad, por lo que adhiero a la solución brindada por mi colega preopinante en el punto III. 2.b de su voto.

Con el mismo alcance, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

I. Discrepo con la solución propuesta por los colegas preopinantes, por cuanto entiendo insoslayable señalar que el pronunciamiento aquí impugnado fue dictado sin haberse resuelto el pedido de citación de "Provincia A.R.T. S.A.", formulado por la demandada (ver fs. 103 y su vta.).

En tales condiciones considero aplicable la doctrina elaborada en el precedente de este Tribunal identificado como Ac. 34.039, "Devicenzi", sent. del 5‑X‑1985, ("Acuerdos y Sentencias", 1985, tomo III, pág. 75), aún cuando se trató de un juicio de distinta naturaleza al presente y en ese caso el tribunal actuó de oficio (art. 34 inc. 5, "b" y "e", C.P.C.C.).

Con arreglo al precedente citado, ante un procedimiento considerado vicioso al no haberse integrado correctamente la litis, mediando directa afectación al carácter contradictorio del proceso y comprometida la garantía constitucional de la defensa en juicio, no se optó por el rechazo de la demanda sino por la declaración de nulidad de todo lo actuado y como se dijo allí "no ya como una facultad sino como un deber jurídico" (voto del doctor Cavagna Martínez en la pub. cit., pág. 80; en igual sentido al resultado propuesto causas Ac. 51.073, sent. del 1‑III‑1994; Ac. 53.972, sent. del 19‑XII‑1995).

II. Siguiendo los lineamientos del precedente de referencia ‑tal como lo hiciera al votar la causa L. 81.466, "Aresi", sent. del 2‑VI‑2004‑, peticionada la citación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo a fs. 103 y su vta., sin que el tribunal interviniente resolviera la petición, la litis no resultó debidamente integrada, por lo cual se impone declarar la nulidad de oficio de la resolución de grado (arts. 18, Constitución nacional; 15, Constitución provincial; 172, C.P.C.C. y 63, ley 11.653).

III. Por lo expuesto, corresponde anular de oficio la resolución de fs. 113/118 vta. debiendo volver los autos al tribunal de origen a fin de que ordene la citación de la parte faltante en el proceso para integrar debidamente la litis.

El Tribunal del Trabajo a quo deberá tener en cuenta la doctrina legal fijada por esta Corte ‑por mayoría‑ en la causa L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005.

Voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

Anticipo mi adhesión a la propuesta decisoria del doctor Soria y agrego las siguientes consideraciones.

I. Con relación al ataque dirigido a la declarada inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 (L.R.T.), cuando el reclamo busca amparo en las disposiciones de derecho común, me remito a lo que expusiera en la causa L. 89.344, "Paz", sent. del 14‑XII‑2005. Allí sostuve que el mencionado art. 46 atenta contra las autonomías provinciales y desvirtúa el sistema federal establecido en la Carta Magna pretendiendo suplir o modificar con una ley nacional el procedimiento laboral establecido para esta provincia por la ley 11.653, sin advertirse la existencia de necesidades reales que autoricen esta restricción de dichas autonomías.

Asimismo reitero mi adhesión a anteriores pronunciamientos de mis distinguidos colegas, compartiendo que para llevar a cabo un auténtico control de la constitucionalidad del art. 39 de la misma Ley de Riesgos del Trabajo (tal como se requiere por la más reciente doctrina de la Corte Suprema, a partir de la causa "Aquino") resulta de toda necesidad tramitar la totalidad del proceso en esta jurisdicción y arribar a la sentencia con todos los elementos indispensables para tal evaluación.

Por fin, debo señalar que es ésta la corriente que viene imponiéndose en la Corte Suprema cuando, al hacer suyo el dictamen del señor Procurador Fiscal, en las causas P. 349. XL, "Paccetti, Daniel c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad"; S. 2012. XXXIX, "Serleto, Roberto c/ Línea Expreso Liniers" y G. 390. XL, "González, Eduardo c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad" (todas fechadas el 10 de mayo de 2005), confirmó que corresponde hacer extensivas las consideraciones vertidas en la causa "Castillo c/ Cerámica Alberdi" a situaciones donde se invoca el amparo del derecho común.

II. Me ocupo ahora de los otros agravios: como no tuve oportunidad de participar en la decisión recaída en la causa L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005, que se cita en el primer voto, me remito a las consideraciones que vertiera en la causa L. 86.771, "Otranto", sent. del 24‑VIII‑2005. Allí declaré mi acuerdo con la interpretación que mis distinguidos colegas hacen del pronunciamiento de la Corte Suprema de la Nación en la causa "Aquino", sent. del 21‑IX‑2004, considerando que al no haberse aportado elementos que permitan el cotejo o comparación de los resultados que, según el régimen que se aplique (el específico de la L.R.T. o del derecho común), arrojaría el reclamo, la declaración de invalidez constitucional deviene prematura.

III. Párrafo aparte merece la cuestión de si correspondía que se resolviera la tacha de inconstitucionalidad del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo sin la intervención de la aseguradora citada. Al respecto (y sin perjuicio de la opinión que vertiera entre otras en las causas L. 79.676, "Barzola", sentencia del 29‑X‑2003 y L. 83.527, "Veppo", sent. del 23‑XII‑2003), debo renovar y ampliar las razones de mi pronunciamiento en la causa L. 76.646, "Calcumil", sentencia del 5‑X‑2005, donde modifiqué mi postura inicial aceptando que, mientras el derecho de defensa de las partes estuviera resguardado y ante la doctrina sentada desde la Corte nacional en la causa "Aquino" (del 21‑IX‑2004) y por este Tribunal a partir de la causa "Abaca" (L. 80.735, sentencia del 7‑III‑2005), resultaba excesivo el decreto de nulidad de las actuaciones.

Obsérvese que, atendiendo al vigor que ha tomado la línea doctrinaria que sostiene ‑como en el caso‑ que resulta anticipada o prematura una declaración sobre la validez constitucional del mentado art. 39 cuanto aún no se ha tenido oportunidad de efectuar el cotejo o comparación entre las sumas que hubiera correspondido fijar como indemnización según se tratase del régimen de la Ley de Riesgos del Trabajo y las que se establecerían por aplicación del derecho común, el tema de la aseguradora que no ha intervenido al momento en que aquella situación es resuelta, pierde mucho de su trascendencia. Ello porque, debiendo postergarse la decisión sobre la constitucionalidad de dicho precepto hasta el momento de la sentencia definitiva, seguramente para esa instancia ya habrá ocurrido la intervención de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, la que habrá tenido oportunidad de exponer los argumentos y oponer las defensas que le convinieran sobre la cuestión, subsanándose el defecto procedimental en que pudo haberse incurrido sin necesidad de valerse del remedio siempre extremo de la nulidad.

Por otra parte, respecto de la misma situación, pero ahora referida a la tacha de inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo resuelta sin la intervención de la aseguradora citada, cuando el reclamo encuentra su fundamento en el derecho común, cabe decir que el criterio sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en "Castillo, Ángel c/ Cerámica Alberdi S.A." (sentencia del 7‑IX‑2004), al que hiciera referencia más arriba, continuando en los ya citados "Pacetti", "Serleto" y "González", hacen que haya tomado tal fuerza que, cuando menos, debe ser considerado un tan decisivo como pertinente argumento de autoridad. De esta manera, no podrá ya aducirse que la corriente que los origina resulte desconocida o escape a aquella vinculatoriedad de los tribunales inferiores hacia los superiores.

En otras palabras: aun cuando se hubiera resuelto sin la intervención de la aseguradora citada, no por eso corresponde anular al procedimiento dictado, puesto que redundaría en un dispendio excesivo de la actividad jurisdiccional con resultados que, a la postre, serían similares.

En definitiva: cuando no ha intervenido la aseguradora llamada a juicio y se toma una resolución respecto de la validez del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo, desde que la doctrina de este Tribunal ha establecido que tal solución es prematura, resulta excesivo decretar la nulidad de lo actuado, al igual que cuando se cuestiona la competencia de los tribunales provinciales, puesto que el tema ya ha sido repetidamente resuelto a favor de éstos, bastando con que, en el trámite que se sigue, se resguarden los derechos de defensa de todas las partes.

Costas por su orden atento a la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

I. El tribunal del trabajo, tal como se relata en el voto emitido en primer término, declaró la inconstitucionalidad de los arts. 39 y 46 de la ley 24.557 en el marco de una demanda en la que se pretende una indemnización con fundamento en normas de derecho común, por los fundamentos que allí se reseñan.

II. a. En primer lugar he de decir que, con excepción de lo resuelto respecto del art. 39 de la ley 24.557, la inconstitucionalidad declarada respecto del art. 46 de la misma ley deviene inoficiosa.

b. En atención a la solicitud de citación como tercero obligado de "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A." efectuada a fs. 103 y su vta., no ordenada por el tribunal, he de considerar que si bien en algunas oportunidades he adherido al criterio mayoritario conforme el cual el planteo de inconstitucionalidad tiene que bilateralizarse o formularse en determinadas etapas procesales, una nueva y más profunda reflexión me lleva entender que el deber de que los jueces declaren de oficio las incompatibilidades constitucionales que adviertan en las leyes (conf. causas Ac. 36.195, sent. del 29‑VII‑1986; Ac. 35.586, sent. del 30‑VI‑1987; Ac. 54.349, sent. del 15‑VII‑1997; L. 51.118, sent. del 10‑VIII‑1993; L. 52.976, sent. del 27‑IX‑1994; L. 69.875, sent. del 2‑VIII‑2000; L. 73.151, sent. del 24‑X‑2001, entre muchas otras), vuelve innecesarios tales recaudos (conf. mi voto en L. 81.466, entre otras).

Desde esta perspectiva de análisis deviene irrelevante que frente al planteo efectuado por los legitimados activos no se hubiere conferido traslado a la citada en garantía desde que ‑reitero‑ la congruencia constitucional del régimen legal de aplicación se le presenta a los magistrados antes y más allá de cualquier planteo de parte.

Siendo ello así entonces, no encuentro objetable la resolución del Tribunal de grado de declarar la inconstitucionalidad del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo en las condiciones arriba señaladas. 

c. Sentado ello entiendo, pese a la referida oposición del recurrente, que el tribunal de grado ha interpretado la ley sin error y que su declaración de inconstitucionalidad es el resultado de una adecuada verificación de compatibilidad interna entre normas de derecho positivo de distinta prelación. También (y esto no resulta ser de menor entidad) de todas ellas con los principios de justicia protectoria que rigen la materia. 

En efecto, considero en primer lugar que la limitación al acceso a la vía civil tanto para el trabajador como para sus derechohabientes en aquellos casos que no están previstos como excepción, esto es, los supuestos de responsabilidad objetiva y subjetiva no proveniente de dolo, deriva en un distingo inaceptable entre aquéllos y cualquier otro habitante de la Nación respecto de los terceros que lo dañan y perjudican.

La atribución de responsabilidad civil genérica que puede ser invocada por cualquier persona que sufra un perjuicio patrimonial, no puede ni debe serle negada al trabajador ni a sus derechohabientes, pues ello establece una inaceptable distinción frente a los iguales en igualdad de circunstancias (art. 16, Constitución nacional), infringiendo además el derecho de propiedad y de libre acceso a la justicia (arts. 17, 18 y 19 de la Constitución nacional y 15 de la Constitución provincial), así como los distintos tratados con nivel constitucional incorporados conforme el art. 75 inc. 22 de la Constitución nacional.

La circunstancia de mediar un vínculo contractual entre el responsable y la víctima del daño no constituye un elemento que habilite la consagración de una desigualdad de tal naturaleza y reparación frente a otra víctima o un tercero productor del daño. Una diferencia de trato, no debe ser arbitraria y cabe calificar de dicho modo la que sólo reconoce como origen la previsibilidad de los costos del sistema y desatiende los fundamentos de la real y efectiva responsabilidad en la producción y consecuente reparación del daño, con respecto al principio constitucional del alterum non laedere (art. 19, Constitución nacional).

La garantía de igualdad ante la ley que consagran los arts. 11 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 16 de la Constitución nacional, no supone una igualdad aritmética o absoluta, sino la igualdad de tratamiento frente a iguales situaciones o circunstancias. Y una particular distinción respecto de los trabajadores en especial, debiera ser en todo caso, en favor de aquéllos en armonía con el principio protectorio en el derecho del trabajo (art. 14 bis, Const. nac.). En modo alguno, entonces, puede aceptarse en nuestro régimen constitucional y legal ‑como se cristaliza en la norma en análisis‑, que se disminuyan en su perjuicio derechos con relación a los que gozan en igualdad de condiciones el resto de los habitantes del país (conf. causas I. 1541, sent. del 29‑XII‑1998; I. 1517, sent. del 27‑VI‑1995; I. 1248, sent. del 15‑V‑1990).

Al eximir a los empleadores de toda responsabilidad civil frente a sus trabajadores y a los derechohabientes (con la sola excepción del supuesto previsto en el art. 1072 del Código Civil) se consagra una acepción de personas, sólo por su modo de participación en el proceso productivo, con franca transgresión del principio de igualdad ante la ley (art. 16, C.N.). Desde una perspectiva de alteridad esta acepción importa, simétricamente, una intolerable discriminación negativa, al impedirle al trabajador acceder, por su sola condición de tal, a una vía de reparación abierta para "... todos los que habitan el territorio de la República, sean ciudadanos o extranjeros, domiciliados o transeúntes" (art. 1 del Código Civil).

La igualdad exige el mismo tratamiento a quienes se encuentran en idénticas circunstancias, de manera que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se les concede a otros en igualdad de condiciones.

La señalada discriminación en que incurre el art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo en desmedro de los derechos del trabajador respecto de los demás habitantes del país, se consuma incluso respecto a los empleadores no asegurados que sólo responderán ante el dependiente dañado por eventuales incumplimientos en materia de seguridad e higiene y aún cuando deriven de culpa o negligencia, por las prestaciones contenidas en la ley (art. 28 ap. 1, ley 24.557). Todo lo expuesto desvirtúa las alegaciones en orden a la justificación de tal distinción, con sustento en la eventual garantía de las prestaciones contenidas en la ley, así como a la inmediatez de su percepción.

Los argumentos que puedan desarrollarse en abstracto para pretender sustentar la señalada distinción ‑dirigidos todos a la previsibilidad económica que tuvo como finalidad el sistema cerrado y excluyente creado por la ley‑, no constituyen fundamento adecuado de tal determinación, frente a otras normas de superior nivel jerárquico, como son las de las Constituciones nacional y provincial antes citadas.

Resulta inaceptable privar de reparación a los trabajadores que hubieren sufrido un daño derivado del riesgo o vicio de las cosas o de culpa o negligencia de quien, encuadrando en las disposiciones de la normativa genérica que impone el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por responsabilidad extracontractual, queda eximido de la misma por el hecho de ser el empleador de la víctima.

Tampoco es argumento válido en tal sentido la atribución legislativa en orden a la fijación de la política más conveniente a los intereses de la comunidad global. En todo caso la política implementada no puede ser irrazonable ni alterar o suprimir los principios, derechos y garantías reconocidos por la Constitución nacional (art. 28, Constitución nacional). Y si bien la implementación de políticas orientadas a lograr determinados resultados económicos o sociales, constituye una atribución legislativa, es en cambio facultad del Poder Judicial el control de su validez constitucional que no incluye el examen de su necesidad, conveniencia o eficacia o el acierto del legislador en el ámbito de sus atribuciones, sino que se enmarca, como en el caso, en el estricto examen del contenido de las previsiones establecidas en la norma.

Debe señalarse asimismo respecto a la razonabilidad examinada que en el sistema de la ley el incumplimiento del empleador con el plan de mejoramiento instrumentado para la prevención de los riesgos del trabajo, trae como consecuencia una sanción pecuniaria en favor del fondo de garantía previsto por la ley (art. 5 ap. 1, ley 24.557), pero no genera ningún tipo de responsabilidad adicional en beneficio del trabajador, eventual víctima del daño producido como consecuencia de dicho incumplimiento.

El derecho excluye radicalmente la posibilidad de sacrificar a un hombre o a un conjunto de hombres, para la consecución de fines de otros hombres o grupos.

No es posible un bien común que no se encuentre apoyado en el respeto al hombre ‑a todos los hombres‑.

De manera tal que si bien como se ha visto, la falta de equivalencia matemática con el sistema implementado por la Ley de Riesgos del Trabajo no es por sí sola demostrativa de discriminación, la limitación que establece el art. 39 de la ley 24.557 no se circunscribe a una ecuación de tal naturaleza sino lisa y llanamente a la cancelación del derecho de los damnificados a la reparación del daño así como a su integralidad aún en supuestos de responsabilidad extracontractual por comportamientos ilícitos de su empleador resultando en consecuencia indisimulable la conculcación de expresas garantías constitucionales.

El distingo establecido en la norma en análisis tiene en vista en lugar del bien común, el privilegio de un grupo, lo que permite que la arbitrariedad se exprese como criterio de gobierno.

d. Concluyo entonces que la limitación impuesta por el art. 39 de la ley 24.557 vulnera expresas normas constitucionales como la de igualdad ante la ley, propiedad y libre acceso a la justicia, consagradas específicamente a través de los arts. 14 bis, 16, 17, 18, 19, 28 y pactos incorporados por el 75 inc. 22 de la Constitución nacional y 15 de la Constitución provincial.

III. Mediando estas circunstancias y en orden a los principios que desde su identificación autónoma han definido al derecho laboral (Palacios, Alfredo L., "El Nuevo Derecho", capítulos I y II, Claridad, Buenos Aires, 1960) corresponde confirmar la declaración de inconstitucionalidad recaída y decidir que resulta inaplicable en la especie el art. 39 de la ley 24.557.

Por lo dicho corresponde rechazar el recurso deducido; con costas a la recurrente en razón de haber sido vencida (art. 289 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa. 


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se hace lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído, y en consecuencia, se confirma la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y se revoca la sentencia impugnada en cuanto decretó –prematuramente y en abstracto- la inconstitucionalidad del art. 39 del referido cuerpo legal. Vuelvan los autos al tribunal de origen, a fin de que prosigan el trámite según su estado y provea la petición de fs. 103 y vta. vinculada con la citación al pleito de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo. Las costas, por mayoría, se imponen por su orden, atento la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese.
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